
 
 
 

 

 

CASO IX CONTIENDA DE DERECHOS FUNDAMENTALES  

 

En el año 2027, el Perú atravesó una crisis política y económica, así 
como un ambiente de polarización tras las elecciones presidenciales 
y congresales. La mayoría de los escaños del Congreso de la 
República están controlados por grupos parlamentarios opuestos al 
Gobierno. El presidente del Consejo de Ministros intentó en 
reiteradas oportunidades forzar el cierre del Congreso mediante 
sucesivos pedidos de confianza, varios relacionados con la 
derogación de recientes reformas tributarias. Como ninguna de estas 
acciones dio resultado, algunos asesores presidenciales idearon un 
plan para disolver el Congreso tomando como justificativo una 
"negación fáctica" de uno de los pedidos de confianza que ya habían 
sido aprobados con anterioridad, apartándose de la jurisprudencia 
nacional vigente al respecto.  

El mencionado plan se filtró entre las bancadas de oposición. Estas 
actuaron con la mayor celeridad posible debido a que sabían que el 
Decreto de disolución ya estaba listo y que el comunicado del 
presidente se realizaría pronto. Si bien tenían ⅔ del Congreso para 
aprobar una moción de vacancia por incapacidad moral, los 3 días 
exigidos entre la admisión de la moción y el debate en el pleno 
acelerarían los planes del Ejecutivo; y, por otro lado, era muy difícil 
conseguir los 4/5 que exigía el Reglamento del Congreso para 
realizar todo este proceso en un solo día. De esta manera, los 
asesores de las bancadas de oposición propusieron interpretar el art. 
117 de la Constitución de tal manera que se pueda iniciar un juicio 
político al presidente sobre la base de tentativas de cierre 
inconstitucional del Congreso, aunque sabían que no podrían lograr 
la suspensión o destitución del presidente sin los votos de la 
Comisión Permanente. De todas formas, decidieron que iniciarían y 
finalizarían un juicio político al presidente en un solo día. 

El 27 de septiembre de ese año, luego de coordinar con los 
integrantes de la Subcomisión de acusaciones constitucionales y de 
la Comisión Permanente, un grupo de parlamentarios interpuso una 
acusación constitucional por infracción de la Constitución contra el 
presidente, alegando sus intentos de disolver el Congreso. La 



 
 
 

 

aprobación de la acusación, el informe acusatorio y la citación al 
Pleno para su debate fueron aprobados en cuestión de horas. La 
junta de portavoces modificó la agenda de ese día y programó el 
debate de la acusación para esa misma tarde. La hora fue adelantada 
cuando se supo que el presidente daría un mensaje a la Nación. 
Finalmente, con 97 votos, se aprobó la acusación y destitución del 
presidente por intentar disolver el Congreso de forma 
inconstitucional. Más de la mitad de los miembros de la Comisión 
Permanente dieron su voto a favor de la destitución. Ese mismo día, 
la vicepresidenta Mariana Laso juró como presidenta de la República. 

En este contexto, Máxima Palomino, una lideresa de una comunidad 
campesina de Huari en Ancash, junto a otras comunidades e 
integrantes de la sociedad civil de diversas regiones de la sierra, se 
organizaron en el autodenominado “Frente Único de Lucha por el 
Perú”. Máxima, al ser una de las voceras del Frente, compartió en 
sus redes sociales el pronunciamiento de esta organización sobre lo 
ocurrido. En el mismo se presentaron las consignas del Frente en 
miras a las próximas movilizaciones que se realizarían en la capital. 
(DOCUMENTO 1). 

Del 29 de septiembre al 1 de octubre, diversas delegaciones del 
Frente Único de Lucha por el Perú llegaron a Lima. Alrededor de tres 
mil personas de las varias regiones del país se movilizaron durante 
ese periodo. El sábado 2 y el domingo 3 se realizaron protestas en 
Lima y otras ciudades del país, las mismas que incluyeron bloqueos 
en diversas zonas y vías, siendo algunas de ellas la avenida Abancay 
y la avenida Panamericana Norte en la capital. Durante la semana 
siguiente llegó otra delegación de 2 mil personas para bloquear la 
carretera central y cerrar el pase de alimentos y productos de primera 
necesidad. Durante estas jornadas, señalaron que la marcha de 
sacrificio y las medidas de fuerza (el bloqueo de avenidas y vías 
principales) no cesarían hasta que se cumpla con el pliego de 
demandas. 

Máxima Palomino, como vocera del principal grupo impulsor de las 
marchas, cuestionó frente a los medios que la PNP viene utilizando 
de forma desproporcionada gases lacrimógenos y, en algunos casos, 
perdigones. Producto de este uso desproporcionado de la fuerza, 
hasta el viernes 8 de octubre ya había un total de 30 personas 



 
 
 

 

fallecidas y más de 80 civiles presentaban heridas por perdigones en 
extremidades superiores.  

Frente a ello, un grupo de 30 manifestantes han propuesto radicalizar 
las medidas de fuerza de la protesta en la última Asamblea del Frente 
Único de Lucha por el Perú. Propusieron, además, incendiar una 
sede del Ministerio Público por su retraso en las investigaciones 
fiscales para sancionar a los responsables de las muertes. Agregaron 
que también se debía comenzar a quemar comisarías dentro de Lima 
para que los policías “dejen de matar al pueblo”. Estas medidas no 
fueron aceptadas por el resto de integrantes del Frente y se exhortó 
a todos los participantes a agotar otras medidas de lucha; sin 
embargo, se dijo que la quema de espacios públicos sería una 
medida extrema que se podría aplicar en caso se continúe con la 
“masacre”, para lo cual se requeriría una aprobación previa por 
Asamblea. Aun así, este grupo de personas, junto a algunos 
integrantes del Comité Central del Frente Único de Lucha por el Perú, 
siguieron reuniéndose y haciendo planes por su cuenta.  

En medio de esta crisis social, la presidenta Mariana Laso, junto a su 
Consejo de Ministros, acordó declarar mediante decreto supremo el 
estado de emergencia en todo el territorio nacional (DOCUMENTO 
2). Entre otras cosas, se suspendieron los derechos a la libertades 
personal, de tránsito y de reunión, así como la inviolabilidad de 
domicilio, para ello se otorgó facultades a la policía para entrar a los 
domicilios y realizar controles de identidad a discreción. Asimismo, 
se les facultó para cerrar calles con rejas sin previo aviso y 
mantenerlas así por tiempo indefinido. También se les permitió hacer 
registros a personas “sospechosas”. Además, se declaró de interés 
nacional la compra de "elementos y artefactos tecnológicos que 
sirvan de apoyo de las acciones de la policía para el control del orden 
interno, fortalecer la seguridad, garantizar la paz social y luchar 
contra la delincuencia”. 

El Frente Único de Lucha por el Perú convocó a una nueva jornada 
de protestas para el sábado 9 de octubre. Diferentes colectivos, 
gremios y asociaciones de todo tipo manifestaron su intención de 
participar en las mismas. Se especuló que las dimensiones de estas 
marchas serían incluso mayores que las iniciales y algunas voces 
vaticinaban la caída del gobierno. Sin embargo, el acuerdo de 
asamblea fue no publicar los puntos de reunión ni el recorrido de las 



 
 
 

 

protestas, con la finalidad de no prevenir a la policía y que esta frustre 
la marcha. Los principales líderes y representantes del Frente único 
por el Perú y los demás colectivos se reunirían en privado y luego 
publicarían los puntos de reunión el día anterior a la marcha y se 
movilizarían por las calles que estuvieran libres.  

No obstante, los días anteriores a la fecha anunciada ocurrieron 
algunos sucesos "extraños". Aunque la primera sesión de 
coordinación entre los líderes se llevó adelante sin problemas, no se 
pudo organizar ninguna más. Los celulares de algunos líderes 
quedaron inútiles, los lugares de reunión fueron cerrados o 
intervenidos los mismos días de encuentro. Algunas de las páginas y 
grupos a favor de la protesta con la mayor cantidad de seguidores 
fueron hackeadas. Desde estas, se desinformaba a los usuarios 
sobre los motivos de las manifestaciones, sobre los lugares de 
encuentro, se anunciaba el repudio hacia las protestas o que las 
marchas habían sido canceladas.  

Durante estos días, varios miembros del Frente Único de Lucha por 
el Perú y miembros de su Comité Central fueron arrestados. En una 
nota de prensa, la policía declaró que estas personas pertenecían a 
un grupo denominado “Por la paz y la justicia” que estaba planeando 
incendiar diferentes locales de instituciones públicas y empresas 
privadas en el Perú. Según su reporte, el líder de este grupo, un 
hombre llamado Julio Solórzano, habría recibido alrededor de 60 mil 
soles del extranjero y de grupos inmiscuidos en actividades como la 
minería ilegal o el tráfico ilícito de drogas. Se precisó que estas 
organizaciones criminales estarían financiando al grupo “Por la 
Justicia y la paz” para desestabilizar al Gobierno y así evitar la 
persecución de sus actividades. Máxima Palomino declaró en sus 
redes sociales que desconocía de las actividades de Julio Solórzano 
y que en ningún momento recibió dinero que no proviniese de los 
mismos miembros del Frente. Además, dijo que todo esto era parte 
de un plan sistemático del Gobierno por deslegitimar los justos 
pedidos de la ciudadanía en pie de lucha. 

En el día de las marchas, varias calles fueron cerradas. Para ese 
entonces la confusión y el descrédito de los líderes ya había hecho 
desistir a varias personas de ir a protestar. Aquellos que llegaron a 
los verdaderos puntos de encuentro se toparon con las restricciones 
de la policía y fueron dispersados rápidamente por esta. Así, la 



 
 
 

 

anunciada jornada de marchas no convocó a muchas personas y 
muchos medios de comunicación no digitales la catalogaron como un 
fracaso. Días después, ante las pocas perspectivas de convocar a 
más personas luego de los últimos sucesos, y con los recursos 
económicos cada vez más exiguos; Máxima Palomino y el resto de 
las personas que habían llegado a la capital volvieron a sus lugares 
de origen. Sin embargo, anunciaron que organizarían nuevas 
movilizaciones en los próximos meses. 

A inicios de noviembre, una revista independiente de tiraje semanal 
publica una nota de investigación donde se revela que el grupo de 
inteligencia de la policía habría estado utilizando de forma 
sistemática mecanismos tecnológicos de ceroclick para instalar 
diferentes software de espionaje en los dispositivos electrónicos de 
los principales líderes de las protestas. Según un informe entre 
departamentos policiales filtrado por fuentes anónimas 
(DOCUMENTO 3), estos permitían a la policía, entre otras cosas, 
activar el micrófono y la cámara de sus celulares de forma remota; 
acceder a su geolocalización; acceder a sus aplicaciones de 
mensajería instantánea (como Whatsapp) de forma remota y en 
tiempo real sin que pudieran ser detectados. Estos programas 
también pueden ser desinstalados en cualquier momento sin que se 
note y vueltos a instalar si es que hace falta. 

La nota también reveló cómo la policía utilizó esta tecnología para 
tener pleno conocimiento de las comunicaciones de los dirigentes de 
las marchas y tener control sobre sus dispositivos móviles, 
computadores y las aplicaciones o programas de estas. Según el 
mismo informe filtrado, se geolocalizó a los líderes en todo momento, 
se pudo acceder a sus conversaciones y determinar de antemano 
sus puntos de reunión de coordinación. Se pudo tener acceso a las 
discusiones de estas a través de los micrófonos de sus dispositivos 
y se supo con anticipación los puntos de reunión, las 
responsabilidades, las trayectorias de los recorridos, los materiales 
que tendrían a su disposición y la distribución de tareas. Este control 
permitió a la policía, según el informe, desarticular a un grupo de 
radicales que tenía planeado incendiar diferentes locales públicos.  

Asimismo, les sirvió para desarticular las protestas, impidiendo las 
reuniones de coordinación, cerrando temporalmente las avenidas por 
donde tendrían recorrido las marchas, accediendo a sus redes 



 
 
 

 

sociales y enviando mensajes contradictorios, encontrando los 
puntos de acopio de sus principales enseres y otras existencias e 
incautándolas y reteniendo a algunos líderes para controles de 
identidad justo en los momentos que se dirigían a la marcha, 
manteniendo apagados los celulares de ciertas personas clave para 
que no pudieran comunicar lo que estaba pasando. Como casi todas 
estas actividades se dieron un día antes o el mismo día de las 
manifestaciones, la efectividad de estas medidas fue muy alta y la 
dispersión de los manifestantes pudo realizarse de forma rápida y 
sencilla, sin que resulte por ello ni una sola persona herida. 

El informe policial contenía también una lista de las personas que 
habrían tenido sus dispositivos intervenidos. Entre estas personas se 
encontraba Máxima Palomino. Según el documento, se escogieron a 
estas personas por su visibilidad y capacidad de convocatoria. El 
justificativo de la intervención, dicen, es que tales personas estarían 
implicadas con actividades delictivas, como el terrorismo o el lavado 
de dinero proveniente del narcotráfico. Dentro del informe, 
mencionan que Máxima Palomino habría incentivado un 
“levantamiento armado” por medio de una proclama confeccionada 
los primeros días de la protesta y que ello hacía que esta persona 
sea peligrosa para la seguridad nacional.  

Estos hechos causaron revuelo en la opinión pública. El ministro del 
Interior, en medio de una tensa conversación con un presentador de 
un reconocido programa de entrevistas, reconoció que se utilizaban 
spywares en las operaciones de la policía y defendió su uso alegando 
que gracias a ello pudieron impedir que las manifestaciones se 
tornaran violentas y así evitar heridos y muertos. Mencionó además 
que tales programas sirvieron para desarticular grupos extremistas 
que lo único que quieren es desestabilizar el Perú. Días después, a 
través de su cuenta oficial en redes sociales, dijo que sus 
afirmaciones se habían malinterpretado y que la policía no usaba 
softwares de espionaje.   

Personas que conocían a Máxima Palomino le comunicaron del 
informe periodístico. Algunas que conocían sobre tecnología 
acompañaron a Máxima a Huaraz, en donde pusieron su dispositivo 
móvil en manos de un especialista. Al indagar en él, descubrieron 
que tenía instalado el programa “Medusas” con el cual seguramente 
accedieron a su micrófono, a la cámara frontal y a su geolocalización. 



 
 
 

 

Otro software encontrado fue “Archon”, que se suele utilizar para 
acceder a aplicaciones de mensajería instantánea. El especialista 
realizó un informe escrito con los detalles de ambos programas, 
como los encontró y qué eran capaces de hacer (DOCUMENTO 4).  

El 10 de noviembre, el Frente Único de Lucha por el Perú y otras 
asociaciones y gremios acordaron una nueva jornada de protestas a 
realizarse la primera semana de enero. Para asegurar la 
contundencia de estas, empezaron a coordinar con otras 
asociaciones de otras regiones del Perú que aún no se habían 
sumado a las manifestaciones. También decidieron emprender 
campañas de sensibilización a través de redes sociales. Si bien se 
pedía de forma abierta a todos que colaborasen económicamente 
con esta causa, los ingresos en este sentido siempre fueron exiguos. 
Sin embargo, luego del reportaje, el Frente Único de Lucha por el 
Perú y varias otras asociaciones empezaron a recibir cantidades 
grandes de dinero que les permitía realizar sus actividades con 
mayor solvencia.  

En los siguientes días, diferentes líderes y lideresas empezaron a 
denunciar en sus redes sociales y a través de los medios que sus 
aparatos electrónicos dejaban de funcionar de un momento a otro, 
que ya no tenían acceso a las cuentas de sus redes sociales y que 
tenían una constante sensación de estar siendo vigilados. La propia 
Máxima Palomino, a través de sus allegados, denunció que 
miembros de la policía la habrían interceptado hasta en 3 
oportunidades en una semana y en cada oportunidad le habrían 
obligado a realizar un control de identidad en la comisaría más 
cercana. Denunció también que tuvo que cambiar de celular hasta en 
dos ocasiones porque estos dejaban de funcionar o tenían 
inoperativas distintas funciones. Añade que todas sus cuentas en 
redes sociales fueron intervenidas y que el Frente Único de Lucha 
por el Perú ya no tiene ninguna página ni red social operativa porque 
todas terminaron siendo hackeadas. 

Un par de días después de estas denuncias, la CIDH emite un 
comunicado dando la voz de alarma por la utilización sistemática de 
tecnologías de espionaje para sabotear protestas sociales y 
amedrentar a líderes sociales (DOCUMENTO 5). 

Máxima Palomino, cansada de estos hechos, decide iniciar un 
proceso constitucional con la intención de defender sus derechos 



 
 
 

 

fundamentales que, considera, están siendo vulnerados. Máxima 
está preocupada porque las próximas manifestaciones se realizarán 
en poco más de un mes (la primera semana de enero) y quiere que 
este problema sea resuelto con urgencia. A pesar de todo lo ocurrido, 
ella no ha perdido el deseo de seguir manifestándose y organizando 
a la ciudadanía para reclamar lo que considera que es justo.   

DOCUMENTOS ADICIONALES: 

DOCUMENTO 1: Pronunciamiento del Frente Único de Lucha por 
el Perú. 

DOCUMENTO 2: Decreto Supremo que establece el Estado de 
Emergencia en todo el territorio nacional (miércoles 6 de 
octubre). 

DOCUMENTO 3: Informe policial filtrado.  

DOCUMENTO 4: Informe del técnico que revisó el celular de 
Máxima.  

DOCUMENTO 5: Comunicado de la Relatoría de Libertad de 
Expresión de la CIDH.  

 


